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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO TREINTA Y CINCO (35) ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
- SECCIÓN TERCERA - 

 
 

Bogotá D.C., doce (12) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 
 

Radicado 11001333603520190015600 

Referencia Ejecutivo 

Demandante Corporación Administrativa del Medio Ambiente - CIMA 

Demandado Bogotá D.C.- Alcaldía Mayor – Secretaría de Gobierno – Alcaldía Local de 
Kennedy – Fondo de Desarrollo 

 
 

AUTO NIEGA MEDIDAS CAUTELARES 
 
 

1. Antecedentes 
 

La Corporación Administrativa del Medio Ambiente – CIMA, a través de apoderado, presentó 
demanda ejecutiva en contra de Bogotá D.C.– Alcaldía Mayor- Secretaría de Gobierno – 
Alcaldía Local de Kennedy – Fondo de Desarrollo por valor de Setenta y Cuatro Millones 
Setenta y Seis Mil Trecientos Cuarenta Pesos M/cte ($ 74.076.340). 
 
Así mismo, solicitó en escrito separado, el embargo y retención de dineros con que cuente o 
llegare a tener el Fondo de Desarrollo Local de Kennedy o la Localidad de Kennedy, en 
diferentes cuentas de ahorros y corrientes de las entidades financieras del país.  
 
 

2. Consideraciones 
 
Respecto de las medidas cautelares, el doctrinante Hernán Fabio López, señala que estas 
buscan precaver y prevenir las contingencias que puedan sobrevenir sobre las personas o los 
bienes, o sobre los medios de prueba mientras se inicia un proceso1. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, el decreto de medidas cautelares de embargo y retención 
de bienes está contemplado en el artículo 599 del Código General del Proceso, así:  
 

“Art. 599.- Embargo y secuestro. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el 
embargo y secuestro de bienes del ejecutado. (…) El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá 
limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus 
intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo bien o de bienes 
afectados por hipoteca o prenda que garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o 
venalidad. (…)”  

 

Por su parte, el artículo 594 el referido estamento procesal, establece las diferentes 
prohibiciones, respecto a los bienes que no pueden ser objetos de medidas cautelares, así:  
 

“ARTÍCULO 594. Además de los bienes inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 
especiales, no se podrán embargar: 1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 
General de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, 
regalías y recursos de la seguridad social. 2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos 
de crédito, en el monto señalado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos alimentarios. 
3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando este se preste directamente por 
una entidad descentralizada de cualquier orden, o por medio de concesionario de estas; pero es 

                                                           
1 LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Derecho Procesal Civil Colombiano. Tomo II. Octava Edición. DUPRÉ Editores. Bogotá, 2004. 
Págs. 841 
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embargable hasta la tercera parte de los ingresos brutos del respectivo servicio, sin que el total de 
embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje. Cuando el servicio público lo presten particulares, 
podrán embargarse los bienes destinados a él, así como los ingresos brutos que se produzca y el 
secuestro se practicará como el de empresas industriales. 4. Los recursos municipales originados en 
transferencias de la Nación, salvo para el cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en 
desarrollo de las mismas. 5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado o 
deben anticiparse por las entidades de derecho público a los contratistas de ellas, mientras no hubiere 
concluido su construcción, excepto cuando se trate de obligaciones en favor de los trabajadores de dichas 
obras, por salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones. 6. Los salarios y las prestaciones sociales en 
la proporción prevista en las leyes respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios y 
prestaciones legalmente enajenados. 7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios. 
8. Los uniformes y equipos de los militares. 9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o 
enterramientos. 10. Los bienes destinados al culto religioso de cualquier confesión o iglesia que haya 
suscrito concordato o tratado de derecho internacional o convenio de derecho público interno con el 
Estado colombiano. 11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga sus veces, y los 
elementos indispensables para la comunicación personal, los utensilios de cocina, la nevera y los demás 
muebles necesarios para la subsistencia del afectado y de su familia, o para el trabajo individual, salvo que 
se trate del cobro del crédito otorgado para la adquisición del respectivo bien. Se exceptúan los bienes 
suntuarios de alto valor. 12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento de la persona 
contra quien se decretó el secuestro y de su familia durante un (1) mes, a criterio del juez. 13. Los 
derechos personalísimos e intransferibles. 14. Los derechos de uso y habitación. 15. Las mercancías 
incorporadas en un título-valor que las represente, a menos que la medida comprenda la aprehensión del 
título. 16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales.  
 
PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes de embargo 
sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere procedente decretar la medida no 
obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en la orden de embargo el fundamento legal para 
su procedencia. Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la 
cual no se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la orden de 
embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la naturaleza de 
inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la medida, deberá informar al día 
hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el hecho del no acatamiento de la medida por 
cuanto dichos recursos ostentan la calidad de inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá 
pronunciarse dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca 
de si procede alguna excepción legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el 
destinatario no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar. En el evento de que la 
autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la entidad destinataria cumplirá la 
orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial que devengue intereses en las mismas 
condiciones de la cuenta o producto de la cual se produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, 
las sumas retenidas solamente se pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia 
o la providencia que le ponga fin al proceso que así lo ordene“ (Subrayado fuera del texto) 

 
 

Por su parte, la Corte Constitucional, en Sentencia C-1154 de 2008 planteó tres excepciones 
a la inembargabilidad de recursos, así: 
 

…” 4.3.- En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla general la inembargabilidad de los 
recursos públicos consagrados en el Presupuesto General de la Nación. Pero ante la necesidad de 
armonizar esa cláusula con los demás principios y derechos reconocidos en la Constitución, la 
jurisprudencia ha fijado algunas reglas de excepción, pues no puede perderse de vista que el postulado de 
la prevalencia del interés general también comprende el deber de proteger y asegurar la efectividad de los 
derechos fundamentales de cada persona individualmente considerada. 
 
4.3.1.- La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u obligaciones de 
origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas. Al respecto, en 
la Sentencia C-546 de 1992, la Corte declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 16 de la Ley 
38 de 1989 (inembargabilidad de rentas y recursos del Presupuesto General de la Nación), en el entendido 
de que “en aquellos casos en los cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del 
Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas  
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos  del artículo 177 del 
Código Contencioso Administrativo”…. 
 
4.3.2.- La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales para 
garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas providencias. Así fue 
declarado desde la Sentencia C-354 de 1997, donde la Corte declaró la constitucionalidad condicionada del 
artículo 19 del Decreto 111 de 1996 (inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), “bajo el 
entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que 
transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo 
de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o conciliaciones, 
cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos”. 
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4.3.3.- Finalmente, la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del Presupuesto General 
de la Nación, se origina en los títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y 
exigible. En la Sentencia C-103 de 1994 la Corte declaró la constitucionalidad condicionada de varias 
normas del Código de Procedimiento Civil relativas a la ejecución contra entidades de derecho público y la 
inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación.” 

 

Si bien existe un extenso catálogo de recursos que no pueden ser embargados por virtud de 
la ley, así como unas cuantas excepciones, también lo es que, para poder ser decretada la 
medida cautelar de contenido económico, debe indicarse contra cuál cuenta de ahorros o 
corriente y de qué banco de la entidad demandada se solicita el embargo y retención. Y en 
el caso concreto, la parte ejecutante omitió identificar de manera específica las entidades 
financieras ante las cuales recaería la medida cautelar, carga que le corresponde cumplir 
dada la naturaleza del medio de control y el objetivo de la solicitud. Por tal razón, se 
denegará la medida cautelar solicitada. 
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho  
 
 

RESUELVE 
 
NEGAR la medida cautelar de embargo y retención solicitada por la parte demandante, 

conforme a lo indicado en la parte motiva. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 

JOSÉ IGNACIO MANRIQUE NIÑO 
JUEZ 

 
 

 
 

GVLQ 

JUZGADO TREINTA Y CINCO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D.C. 
ESTADO DEL 13 DE DICIEMBRE DE 2022. 
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